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1.4.1. Introducción
La pandemia provocada por la Covid-19 está teniendo un singular impacto en el ámbito educativo y ha 

continuado centrando buena parte de las actuaciones de esta Institución. Unas intervenciones realizadas 
ante la demanda de los diferentes actores que intervienen en esta esencial actividad pública destinada a 
hacer posible el efectivo ejercicio del derecho fundamental a la Educación y, también, promovidas de oficio 
a iniciativa de la Defensoría, especialmente en su condición de garante de los derechos de la infancia y 
adolescencia en la Comunidad Autónoma andaluza.

El año 2021 ha afectado a dos cursos académicos protagonizados por la pandemia y hemos de 
congratularnos por haber logrado una actividad lectiva mayoritariamente presencial salvando las graves 
dificultades y los grandes retos que esta amenaza a la salud pública ha generado en la sociedad, en la 
ciudadanía y en el efectivo ejercicio de sus derechos. Y nos atrevemos a manifestar que con resultados 
satisfactorios por el esfuerzo de toda la comunidad educativa.

En efecto, la lucha contra la pandemia ha tenido en el ámbito educativo un escenario estratégico, que se 
ha mostrado clave para aportar al conjunto de la sociedad un esfuerzo de servicio y normalidad gracias a 
la implicación de la comunidad educativa. Profesorado, empleados, familias, alumnado y administraciones 
han logrado con su compromiso el mantenimiento general de los valores de la Educación en unos momentos 
tan complicados y difíciles como los que estamos viviendo.

Ello no empece para que se haya generado un clima de inquietud e incertidumbre por los riesgos de 
contagio que puede conllevar las actividades de la docencia y que ha tenido su reflejo en las actuaciones de 
la Institución. Nuestro trabajo se ha centrado en comprobar que la Administración educativa ha adoptado 
las medidas de prevención y protección para asegurar que los centros escolares son espacios seguros.

No obstante, aun compartiendo dicha preocupación por los posibles contagios en las escuelas, nuestra 
Institución, desde que se puso término al confinamiento de la población por las autoridades, ha venido 
abogando por la presencialidad del alumnado en las aulas. Una presencia que debe desarrollarse con 
normalidad dentro de la excepcionalidad que estamos viviendo y también con el consenso, la responsabilidad 
y la generosidad de toda la comunidad educativa. Y siempre velando por el interés superior del alumnado.

Consensuada la necesaria presencialidad del alumnado en las aulas, la seguridad de los colegios ante los 
contagios por la pandemia ha constituido un objetivo de primer orden para toda la comunidad educativa. 
Para garantizar esta seguridad se han venido aprobando por las autoridades diversas iniciativas, protocolos 
y documentos técnicos donde se explican las distintas estrategias y soluciones para ventilar las clases y 
determinar si las condiciones de ventilación son las adecuadas, así como respecto del uso de mascarillas 
y otras medidas preventivas, especialmente en materia de limpieza e higiene.

No ha sido una tarea fácil compatibilizar la seguridad con el confort en las aulas, sobre todo en las épocas 
invernales donde se producen descensos notables de temperaturas. Los centros educativos han debido 
combinar, con muchas dificultades, las medidas establecidas por las autoridades sanitarias en el aula para 
combatir los posibles contagios de la Covid -que se concretan en la ventilación constante a través de la 
apertura de ventanas- con la búsqueda de la temperatura idónea que haga soportable la estancia de los 
niños y niñas en ellas.

La ola de frío que azotó a Andalucía a comienzos del año 2021 propició una nueva confrontación entre 
quienes abogaban por suspender las actividades docentes al no poder realizarse con unas mínimas 
condiciones de confort y entre quienes insistían en su continuidad a pesar de la adversa situación climática. 
En esta tesitura se optó por continuar con la presencialidad, por lo que muchos alumnos se vieron obligados 
a recibir las clases con ropas de abrigos e incluso con mantas para combatir las bajas temperaturas de unas 
aulas que debían estar ventiladas por razones de seguridad.

Por otro lado, las condiciones de seguridad, limpieza y mantenimiento de los centros docentes 
impuestas para evitar la propagación del virus ha supuesto unos costes económicos extraordinarios para 
los ayuntamientos a los que no siempre han podido hacer frente. La insuficiencia financiera de algunas 
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corporaciones locales para realizar las tareas de limpieza y desinfección, especialmente en los municipios 
pequeños, ha sido otro frente abierto en las labores de conseguir que los colegios sean espacios seguros.

La competencia de los ayuntamientos en las labores señaladas no resulta cuestionable. La Ley de Bases 
de Régimen Local, la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local o la propia Ley de 
Educación reconocen la obligación de las corporaciones locales en la conservación, mantenimiento y la 
vigilancia de los edificios escolares de educación infantil, primaria o especial. El problema estriba en la 
capacidad real de los ayuntamientos de pequeña entidad para atender estas funciones.

La descripción de un genérico concepto de mantenimiento y limpieza que han debido asumir las 
corporaciones locales ha tenido con las medidas anti-pandemia una mayor exigencia y complejidad; lo que 
se traduce indefectiblemente en gasto. Un gasto que si ya resultaba complicado hacer frente en condiciones 
de normalidad para municipios pequeños, ahora se antoja casi imposible si no se adoptan correlativamente 
las medidas necesarias con su cobertura presupuestaria.

La pandemia sigue marcando la actividad docente. Continuamos en una situación incierta sometida a 
renovadas amenazas de olas o repuntes de los datos de contagio o de impactos en los sistemas sanitarios. 
Ello nos obliga a continuar sumando esfuerzos y responsabilidades para avanzar en experiencia y eficacia 
mientras persista la amenaza del virus. Una ardua labor en la que sin duda las administraciones responsables 
adquieren un destacado protagonismo en el despliegue de sus capacidades y competencias para colaborar 
en la definición y puesta en marcha de todas aquellas medidas que han de regir en las aulas mientras perdure 
la situación de emergencia sanitaria.

Sin duda, el proceso de vacunación contra el SARS-CoV-19 de los menores de entre 11 y 5 años, que 
ha arrancado en Andalucía el 15 de diciembre de 2021, será un punto de inflexión importante en la lucha 
contra la enfermedad y permitirá mejorar la seguridad del alumnado en los centros educativos.

Esta Defensoría estará atenta a las incidencias y disfunciones que se puedan producir e intervendrá de 
manera inmediata en el ejercicio de nuestras competencias, para conciliar con todas las garantías, los 
diferentes derechos y libertades que pueden entrar en conflicto ante esta situación tan excepcional en la 
que nos encontramos.

1.4.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.4.2.1. Enseñanzas no universitarias

1.4.2.1.1. Educación Infantil 0-3 años

Durante 2021 se ha producido un descenso del número de quejas referidas a esta etapa educativa, 
versando casi todas ellas sobre el cálculo de las bonificaciones para el pago de las plazas en esta etapa 
educativa no obligatoria de la Educación.

Sin embargo, en la mayoría de los casos, analizadas las distintas quejas, no hemos podido observar 
irregularidad en la actuación administrativa, ya que el problema de fondo afectaba a cuestiones y 
circunstancias particulares de las familias afectadas.

Citemos un ejemplo. Una madre tenía atribuida en exclusiva la guarda y custodia de sus tres hijas menores, 
pero la sentencia de divorcio no era firme por haberla recurrido su ex marido. La ausencia de firmeza 
implicaba que los ingresos de este último fueran computados a efectos del cálculo de las bonificaciones 
que le pudieran corresponder por la plaza de educación infantil solicitada para la menor, por lo que la 
bonificación había resultado del 0%. En estas circunstancias tampoco se tenía en consideración que el 
progenitor nunca le había hecho efectivas las cantidades correspondientes a la pensión alimenticia acordada 
en la sentencia, siendo únicamente el sueldo de la reclamante de 900 € mensuales con los que contaba 
para mantener a las menores (queja 21/5223) .

Lamentablemente, la fórmula de cálculo de la bonificación que se había aplicado por la Administración 
era la correcta conforme a los establecido en el punto 10.1 A.b) de la Instrucción conjunta de 19 de 
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